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REPÚBLICA DE PANAMÁ
óncer,¡o JUDtctAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVO

SALA DE LO CONTENCIOSO

Panamá, uno (01) de junio de dos mil veintiuno (2021).

VISTOS:

El Licenciado Joaquln Ledezma Pinto, actuando en nombre y

representación de YOLANNIE EDILSA frlUÑeZ OLIVARES, ha interpuesto ante

Ia Sata Tercera de la Corte Suprema de Justicia, Demanda Contencioso

Administrativa de Plena Jurisdicción, para que se declare nulo, por ilegal, el

Decreto de Personal No.115 de 29 de agosto de2019, emitido por el Ministerio de

Trabajo y Desarrollo Laboral, por medio del cual se dejó sin efecto su

nombramiento en el cargo que ocupaba en esa Entidad, su acto confinnatorio, y

para que se hagan otras declaraciones.

A través de la Providencia de 12 de diciembre de 2019, visible a foja 21 del

Expediente, se admitió la Demanda, ordenándose el traslado a la entidad

demandada para que rindiera el lnforme Explicativo de Conducta, de acuerdo con

to contemplado por el artÍculo 33 de la Ley 33 de 1946; y al Procurador de la

Administración, por eltérmino de cinco (5) dfas.
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I.LA PRETENSIÓN Y SU FUNDAMENTO.

En e! negocio jurídico que ocupa nuestra atención, la demandante

YOLANNIE EDTLSA lrlÚÑeZ OLIVARES, acude ante este Tribunat con la

finalidad de obtener la declaratoria de nulidad, por ilegal, de! Decreto de Personal

No.115 de 29 de agosto de 2019, emitido por el Órgano Ejecutivo, por conducto

del Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral, a través del cual se resolvió lo

siguiente:

,DEGRETA:

ARTICULO PRIMERO: Dejarsin efecto elnombramiento de la servidora
ptlblica YOLANNIE ED¡LSA n¡ÚÑez OLMRES, con Cédula de ldentidad
Fersonal No.8*471-588, en el cargo de JEFE DE COMPENSACIÓN,
PLANILLAS Y BENEFIGIOS, Código No. 0051100, Posición No. 93663, Salario
Mensual De B/. 2,000.00 con cargo a la Partida No.0.13.2.5.010.00.01.001,
contenido en elDecreto de PersonalNo.326 del 18 de diciembrede2014.

ARTÍGULO SEGUNDo: Reconocer a la servidora prlbtica las
prestaciones económicas que por ley le conesponden.

ARTÍGULO TERGERO: Se advierte at interesado que contra el presente
Decreto sólo procede el Recurso de Reconslderación, del cual podrá hacer uso
denfo de los cinco (5) dfas hábiles siguientes a la notificacíón.'

Como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto administrativo

impugnado, la accionante solicÍta a Ia Sala Tercera que ordene su re¡ntegro al

cargo que ocupaba junto con el pago de los salarios dejados de percibir, el décimo

tercer mes y demás prestaciones económicas que haya dejado de devengar

durante eltiempo que se encuentre separada del cargo.

De igualforma, solicita que se efectúe el pago de la Prima de Antigüedad,

al que tiene derecho, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 de laLey 123

de 12 de mayo de2017; y que el periodo de separación del cargo sea considerado

en calidad de servicio efectivo, para los efectos de promoción, vacaciones,

jubilación y demás efectos legales.

Entre los hechos y omisiones que fundamentan la Demanda, el apoderado

judicial de la recunente sostiene que su mandante ingresó a laborar en el

Ministerio de Trabajo y Desarrollo Labo 18 de diciembre de 2014, hasta la

fecha en la que se emitió el acto acusado de ilegal, periodo en el que obtuvo

excelentes resultados de su gestión, desempeño y colaboración íntegra en el
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Despacho Superior; reconociéndoles sus méritos por su trabajo dedicado,

profesional, puntual y honesto.

Continúa explicando el apoderado judicial de quien acciona ante esta vía,

que, si su representada YOLANNIE EDILSA n¡ÚÑeZ OLTVARES no participó en

ningún concurso de méritos para ingresar a la Canera Pública, fue porque la

propia lnstitución no llevó a cabo tal convocatoria; sin embargo, obtuvo

reconocimientos por méritos propios debido a su integridad y demás aptitudes.

En abono a lo anterior, indica que su representada se encontraba

amparada por el régimen que establecía la Ley 127 de 31 de diciembre de 2013,

para los servidores públicos; disposición legal que le otorga derechos adquiridos,

como lo es la estabilidad laboral en el puesto que ocupaba, a! haber cumplido dos

(2) años de servicio en la Entidad el 1 de octubre de 2016.

Finalmente, arguye que la discrecionalidad sobre la cual se sustenta el

Decreto de Persona! No. 115 de 29 de agosto de 2019, colisiona con lo establecido

en e! Reglamento lntemo de! Ministerio de Trabajo y Desanollo Laboral, tomando

en cuenta que su mandante en ningún momento ha sido objeto de

amonestaciones, nise le ha instaurado un procedimiento disciplinario que amerite

la destitución, lo que denota, a su juicio, que la decisión adoptada es ilega!.

II.D¡SPOSICIONES LEGALES QUE SE ADUCEN COMO INFRINGIDAS

POR LA PARTE ACTORA.

La recurrente manifiesta que, con la emisión del acto administrativo

impugnado, se conculcan los siguientes preceptos normativos:

por la Ley 23 de 12 de mayo de 2017, que establecía que los servidores públicos

al servicio del Estado nombrados de forma permanente o eventual, transitorio o

contingente, con dos (2) años continuos o más, gozaban de estabilidad laboral en

su cargo y solo podía ser removidos salvo causa justificada prevista por Ley;

Recurso de Reconsideración, una vez interpuesto en tiempo oportuno y por
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persona legitimada para ello, se concederá en efecto suspensivo, salvo que exista

una norma especial qUe disponga que se conceda en un efecto distinto; y

Desarrollo Laboral, que señala que la destitución se aplicará como medida

disciplinaria alservidor prlblico por la reincidencia en el incumplimiento de deberes

y por la violación de derechos y prohibiciones.

III.INFORME DE CONDUCTA POR LA AUTORIDAD DEMANDADA.

La Ministra de Trabajo y Desarrollo Laboral, mediante la Nota No. DM-

OBZ}-2019 de 19 de diciembre de 2019, visible a fojas 23-26 del Expediente

Judicial, remitió el lnforme Explicativo de Conducta, señalando que la remoción

de la demandante, delcargo que ocupaba como Jefe de Gompensación, Planillas

y Beneficios, con funciones de Abogada, en la Oficina de Asesorla Legal, se

sustenta en la facultad que la Ley le otorga a! Presidente de !a República junto por

conducto de la Ministra del Ramo para remover al personal cuyos cargos estén a

su disposición al no ostentar el derecho a !a estabilidad laboral.

En este orden, manifiesta que YOLANN¡E EDILSA frlÚÑeZ OLIVARES no

estaba amparada por la Ley de Carrera Administrativa, pues no ingresó por

concurso asl como tampoco se encuentra bajo el amparo de ningún tipo de fuero

o condición especial que le asegure estabilidad laboral, segÚn se puede

comprobar en el Expediente que reposa en la Oficina lnstitucional de Recursos

Humanos de la Entidad; ¡azón por la que la autoridad nominadora podía revocar

el acto de nombramiento con fundamento en la voluntad y discrecionalidad, segÚn

conveniencia y oportunidad.

por riltimo, explica que YOLANNIE EDILSA trlÚÑeZ OLIVARES no gozaba

de la estabilidad laboral que concedía la Ley 127 de 31 de diciembre de 2013, por

haber sido derogada por la Ley 23 de 12 de mayo de 2017 , y al momento de su

remoción, ya no se encontraba vigente.
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rv.cRrrERro DE LA pRocuRADURfa oe LA ADMrN¡srRac¡ón.

Por su parte, e! Procurador de !a Administración, mediante la Vista N" l ASO

de 1 de diciembre de 2020, solicita se declare que no es ilegal et Decreto de

Persona! No. 115 de 29 de agosto de 2019, emitido por el Órgano Ejecutivo, por

conducto del Ministerio de Trabajo y Desanollo Labora!; y, en consecuencia, se

desestimen las pretensiones de la accionante.

Al respecto, advierte e! Representante del Ministerio Ptiblico que, de tas

constancias procesales se infiere que YOLANNIE EDILSA frlÚÑeZ OLIVARES

no acreditó previamente que se encontrara amparada en e! régimen de Canera

Administrativa o de alguna Ley especial, siendo este et motivo por el cuat fue

desvinculada del cargo que ocupaba con sustento en et artícuto 629 (numerat 18)

de! Código Administrativo, que establece la facultad del Presidente de la

RepÚblica para remover en cualquier momento a los servidores priblicos de su

elección, salvo los que la Constitución disponga que no son de libre remoción.

Con base a lo anteriormente señalado, el Procurador de la Administración

alega que para desvincular a la ex servidora pública no era necesario invocar

causal disciplinaria alguna, ya que bastaba con notificarla de la Resotución

recurrida y brindarle la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, por medio

del correspondiente Recurso de Reconsideración, con lo que se agotó la vÍa

gubernativa; y que si bien su nombramiento en el Ministerio de Trabajo y

Desarrollo Laboral era de carácter permanente, lo cierto es que tal condición no

le otorgaba el derecho a la estabilidad labora! (Cfr. fojas 50-58 det expediente

judicial).

V.ALEGATOS DE GONCLUSIÓN.

E! Procurador de la Administración, mediante la Msta N" 504 de 28 de abril

de 2021, reitera, sin mayores variantes, la posición vertida en e! escrito de

contestación, esbozando, medularmente, gue, de las pruebas admitidas y

aportadas al expediente, la actora no logró acreditar lo sustentado en su

pretensión, por lo que solicita que se declare que no es ilegal el Decreto de
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Personal No. 115 de 29 de agosto de 2019 (Cfr. fojas 69-75 del expediente

judicial)

VI.DECISIÓN¡ OE LA SALA.

Surtidos los trámites que la Ley establece y, luego de conocer los

argumentos de la Demandante así como también los de la Parte Demandada,

procede la Sala a realizar un examen de rigor.

De acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 206 (numeral 2) de la

Constitución Política de Panamá, en concordancia con el artlculo 97 (numeral 1)

del Código Judicial, se establece como competencia de la Sala Tercera de la Corte

Suprema de Justicia, el conocimiento de los Decretos, Órdenes, Resoluciones o

cualesquiera Actos, sean generales o individuales, que se acusen de ilegales,

sustento jurfdico que le permite a esta Corporación conocer de la Demanda bajo

estudio.

El Acto Administrativo que se impugna, lo constituye el Decreto de Personal

No. 1 15 de 29 de agosto de 2019, emitido por el Ministerio de Trabajo y Desanollo

Laboral, por medio del cual se dejó sin efecto el nombramiento de YOLANNIE

EDILSA f.¡ÚÑeZ OLIVARES en el cargo que ocupaba como Jefe de

Compensación, Planillas y Beneficios, en esa entidad.

En el negocio jurídico en estudio, el Licenciado Joaquín Ledezma Pinto,

comparece al Tribunat actuando en nombre y representación de YOLANNIE

EDILSA tlÚÑgZ OLIVARES, cuyas generales se encuentran descritas en el

poder conferido.

Lo constituye la Ministra de Trabajo y Desarrollo Laboral, representada por

el Procurador de la Administración, quien en ejercicio del rol consagrado en e!
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numeral 2 del artículo 5 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000, actúa en defensa de

la legalidad del acto administrativo impugnado.

En este contexto, esta Magistratura advierte que el apoderado judicial de

quien recurre censura !a legalidad del Decreto de Personal No. 115 de 29 de

agosto de 2019, proferido por la entidad demandada, basando su planteamiento

en que dicha decisión trasgrede el artículo 1 de la Ley 127 de 31 de diciembre de

2013; el artículo 170 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000; y el artículo 90 del

Reglamento lntemo del Ministerio de Trabajo y Desanollo Laboral, por los motivos

que a continuación se exponen:

- Que a la luz de lo que establecía la Ley 127 de 31 de diciembre de

2013, su representada gozaba de estabilidad laboral debido a que contaba con

más de dos (2) años de servicios continuos en la lnstitución demandada,

cumplidos el 1 de octubre de 2016; es decir, antes de la derogatoria de la referida

disposición legal;

- Que no se le concedió el efecto suspensivo al Recurso de

Reconsideración promovido por su mandante, tal como lo dispone la normativa

que regula el Procedimiento Administrativo General; y

- Que a su representada no se le siguió un procedimiento disciplinario,

por la comisión de alguna infracción del Reglamento lnterno del Ministerio de

Trabajo y Desarrollo Laboral, siendo ésta la única forma para proceder con la

destitución, pues en dicho cuerpo reglamentario no se encuentra contemplada la

potestad discrecional basada en la oportunidad y conveniencia.

Así las cosas, pasaremos a hacer una revisión y análisis de los

fundamentos legales así como también de los elementos probatorios allegados al

Proceso a fin de determinar si le asiste o no la raz6n a la demandante.

. Régimen de Estabilidad Laboral de los Servidores Públicos

otorgado por la Ley 127 de 3l de diciembre de 2013.

Como primer punto, este Tribunal Colegiado considera importante aclarar

con respecto a la violación del artfculo 1 de la Ley 127 de 31 de diciembre de
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2013, que establecía un régimen de estabilidad laboral para los funcionarios que

contaban con dos (2) o más años de servicios continuos al Estado, que dicha

excerpta fue derogada por la Ley 23 de 12 de mayo de 2017.

Bajo este marco de ideas, esta Gorporación de Justicia debe señalar que

la sola derogatoria de un cuerpo normativo no extingue sus efectos, ya que los

mismos pueden continuar surtiéndose en el curso del tiempo, bajo lo que se

conoce como la "ultractividad de la /e¡l, consistente en la aplicación de la Ley que

se encontraba vigente al momento en que se dieron los hechos, aunque !a norma

haya sido derogada después, en función del principio *Tempus reglt actus".

De igual forma, una Ley derogada puede recobrar su vigencia si su

contenido se encuentra reproducido en una Ley nueva, herramienta jurídica que

en la doctrina se conoce como 'reviviscencia de la ley'', consagrada en el artlculo

37 de! Código Civil de Panamá.

No obstante lo anterior, como quiera que el hecho que ha dado origen a

la causa que nos ocupa es la emisión del Decreto de Personal No. 115 de 29

de agosto de 2019, ninguna de las figuras jurfdicas previamente planteadas

son aplicables, toda vez que el acto administrativo sometido al escrutinio de

legalidad de esta Judicatura fue proferido cuando ya se encontraba derogado

el artículo 1 de la Ley 127 de 31 de diciembre de 2013, por lo que tal precepto

lega! no es aplicable al caso que nos ocupa.

Respecto a la aplicabilidad de la derogada Ley 127 de 31 de diciembre de

2013, esta Corporación de Justicia ha mantenido un criterio lineal y constante en

sus pronunciamientos, tal como expondremos a continuación:

'En razón de lo expuesto, conesponde a la Sala determinar la legalidad
del acto impugnado, con fundamento en los cargos presentados por la parte
actora, quien alega que se le desconoce el derecho a la estabilidad, por contar
con más de dos (2) años de servicios continuos e inintem¡mpidos laborando en
la institución demandada y la subsecuente violación del debido proceso al emitir
elacto administrativo impugnado, alomitirse la realización de un procedimiento
disciplinario, en base a una causal de destitución establecida en la ley,
debidamente comprobada en observancia de las garantfas procesales que le
asisten, garantizando asf su derecho a la defensa.

Adentrándonos en el examen de legalidad, debemos señalar que los
primeros cargos de violación que se abordarán son los referentes a la estabilidad
laboral que alega la parte actora le fue vulnerada por antigüedad en el cargo, en
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base a la Ley 127 de 2013, que establece Un régimen de estabilidad laboral
especial para los servidores públicos del Estado.

En este aspecto, es lmportante destacar que la Resolución
Administratlva No. 266 de 12 de junio de 2018, emitida por la Autorldad
Nacional de Aduanas, que lo remueve del cargo de lnspector de Aduanas l,
al señor Femando Alberto A¡aún De León obieto de examen por medio de
esta vía jurisdiccional, quedó eiecutoriada con la notificación, et dla 12 de
julio de 2018, momento en el que la Ley 127 de 2013, que aduce el actor que
te otorgaba estabilidad ya habÍa sldo derogada, con la promulgación de la
Ley 23 de 2017, a partir del dÍa 12 de mayo de 2017, por !o que no es
aplicable al caso.'1

Por los planteamientos prev¡amente expuestos, se desestima el cargo de

infracción del artículo 1 de la Ley 127 de 31 de diciembre de 2013, alegado por la

demandante.

Aclarado lo anterior, de la revisión del Expediente Administrativo remitido

por el Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral, se observa que la señora

YoLANNIE EDILSA i¡UÑEZ OLIVARES, mediante e! Decreto de Persona! No.

85 de 5 de mayo de 2011, fue nombrada en el cargo de Coordinadora de Planes

y Programas en dicho Ministerio, del cual tomó posesión el 16 de mayo de 2011

(Cfr. expediente administrativo).

Posteriormente, a través del Decreto de Personal No. 326 de 18 de

diciembre de 2014, YOLANNIE EDILSA tr¡ÚÑeZ OLIVARES fue nombrada

eventual en el cargo de Jefe de Compensac¡ón, Planillas y Beneficios en el

Ministerio de Trabajo y Desanollo Laboral, tomando posesión del mismo el27 de

agosto de 2015 (Cfr. foja 19 del expediente judicial y expediente administrativo).

Conforme a los antecedentes que reposan en el Expediente de Personal

de la acc¡onante, este Tribunal no observa que YOLANNIE EDILSA trlÚÑfZ

OLIVARES haya ingresado al Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral por algún

procedimiento de selección de personal mediante un concurso de méritos, para

ocupar la posición de Jefe de Compensación, Planillas y Beneficios; razón por la

cual, la demandante no gozaba de estabilidad en el cargo.

En este sentido, se puede definir la estabilidad laboral de un servidor

público, como la inamovilidad del cargo de la que goza un funcionario, en la que

I Sentencla de 25 de Junlo de 2019, de la Sala Tercera de lo Contencioso Admlnlstrat¡vo y Laboral.
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se le garantice que no puede ser removido de su puesto de trabajo

discrecionalmente, salvo que medie una causa justificada o previa instauración de

un Procedimiento Disciplinario.

En la Administración Pública, son varios los mecanismos bajo los cuales un

servidor público puede obtener estabilidad laboral, ya sea porque:

-Son funcionarios de Canera Administrativa o demás Ganeras Públicas

consagradas en la Constitución, lo cual implica que su ingreso al cargo está

supeditado al cumplimiento de! procedimiento y requisitos especiales previstos en

!a Ley;

-O bien por los casos en que el propio ordenamiento jurídico asl lo dispone;

es decir, aquellos en los que la Ley reconoce un régimen de estabilidad especial

u otorga una protección laboral producto de una condición inherente al servidor

priblico, que haya sido acreditada, como lo son, por ejemplo, los fueros por

enfermedad, por discapacidad, sindical, gravidez, próximo a jubilación, entre

otros.

Abordado lo anterior, tomando en cuenta el mecanismo de ingreso de

YOLANNIE EDILSA trlÚÑeZ OLIVARES al Ministerio de Trabajo y Desanollo

Laboral, al momento de emitirse el acto demandado, la misma no se encontraba

amparada ya sea por medio de una Ley formal de canera o por alguna Ley

especial que le confiriera tal condición, en consecuencia, no gozaba del derecho

a la estabilidad labora!; más aun tomando en cuenta que la actora ocupaba el

puesto de "Jefe de Compensación, Planillas y Beneficios", cargo que, al ser de

mando, por naturaleza de sus funciones, es de confianza.

En consecuencia, la Administración se encontraba en la potestad de ejercer

la facultad de resolución"ad nutum"i es decir, de revocar el acto de nombramiento,

con fundamento en la voluntad de la Administración y su discrecionalidad,

situación que implica que la Ministra de Trabajo y Desarrollo Laboral al momento

de ejercer su facultad discrecional, debe explicar sus razones de oportunidad y

conveniencia, tal como ocure en el caso bajo estudio, en el que se pone de
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man¡f¡esto en la parte motiva del Decreto de Personal No. 115 de 29 de agosto de

2019, que en lo pertinente indica:

"Que de acuerdo con el expediente de personal de la servidora pública
YOLANN¡E EDILSA ¡.1ÚÑeZ OLMARES, con cédula de identidad personal No.

8-471-588, que reposa en esta entidad gubemamental, ésta no ha sido
incorporada a la Ganera Administrativa, ni posee nlnguna otra condición legal
que le asegure estabilidad en elcargo.

Que la servidora prlblica YOLANNIE EDILSA NÚÑEZ OLIVARES,
carece de inamovilidad o estabilidad reconocída por ley al haber sido designada
en base a la facultad ejercida por la autoridad nominadora.'

Bajo este contexto, este Tribunal observa que, en efecto, la lnstitución,

expresó a la demandante las razones que conllevaron a que se dejara sin efecto

su nombramiento, al indicársele que era una funcionaria de libre nombram¡ento y

remoción, segrin lo dispuesto en el Texto Único de la Ley 9 de 1994 "que regula

la Canera Administrativa", decisión que se llevó a cabo con sustento en la

potestad discrecional que tiene la Autoridad Nominadora para llevar a cabo estas

acc¡ones de personal en Ia Administración PÚblica.

Así las cosas, le compete a !a autoridad nom¡nadora no solo el

nombram¡ento, sino también su remoc¡ón, segrln lo dispone el artículo 629

(numeral 18) del Código Administrativo, que establece:

"Artlculo 629: Conesponde al Presidente de la República como
suprema autoridad administrativa:

18. Remover los empleados a su elección, salvo cuando la Constitución
o las leyes dispongan que no son de libre remoción.'

En atención a lo dispuesto en la citada norma, el Presidente de !a

República, en conjunto con la Ministra de Trabajo y Desanollo Laboral, se

encontraban en la plena facultad para expedir el Decreto de Personal No. 115 de

2g de agosto de 2019, por medio del cual se dejó sin efecto el nombramiento de

yoLANNtE EDTLSA trlÚÑrZ OLIVARES del cargo de Jefe de compensación,

Planillas y Beneficios que ocupaba en dicho Ministerio.

En igual línea de pensamiento, esta Superioridad ha sostenido en reiterada

jurisprudencia, que todo servidor priblico que ingrese a las diversas dependencias

del Estado, sin concurso de méritos o carrera administrativa, con excepción de los
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regímenes espec¡ales, los fueros o protecciones laborales que la Ley reconoce,

son de libre nombramiento y remoción; razón por la cual, en el caso bajo examen,

el Señor Presidente de la República con el refrendo de la Ministra de Trabajo y

Desarrollo Laboral, ejerció la facultad conferida por !a Constitución Polltica y la

Ley correspondiente.

Sobre la materia, esta Corporación de Justicia se ha pronunciado en los

siguientes términos:

En este sentido, se observa que el apoderado judicial de la señora
LINDSAY MASSIELánnfe ROMERO señala como infringido elnumeralg, del
artlculo 11 de la Ley 41de 1 de julio de 1998; no obstiante, esta Superioridad no
comparte el criterio expuesto por el recunente, toda vez que la remoción de esta
funcionaria del cargo que ejerció en la Autoridad Nacional delAmbiente, ahora
Ministerio de Ambiente, se fundamenta en la facultad discrecional de la autoridad
nominadora para nombrar y remover al personal subaltemo de dicha institución.

Por otro lado, es importante indicar que la Ministra de Ambiente goza de
la facultad de resolución ad nutum que contempla el artfculo 794 del Código
Administrativo que establece: 'La determinación del perfodo de un empleado no

coarta en nada la facultad del empleado que hizo el nombramiento para
removerlo, salvo expresa prohibición de la Constifución o de la Ley'.

Por tanto, la remoción de la función priblica de la señora áRRTE se
fundamenta en lafacultad discrecionalde la autoridad nominadora, para nombrar
y remover al personal que se le encuentra adscrito, tal como preceptÚa el
numeral 11, del artfculo 9 de la Ley 41 de 1 de julio de 1998 y el artfculo 794 del
Código Ad ministrativo.

En lo que respecta a la alegada infracción al artfculo 36 de la Ley 38 de
2000, es preciso indicar, por un lado, que la autoridad nominadora puede

dectarar la remoción del cargo de un funcionario sin necesidad de motivar el acto
y por el otro, que a la señora áRefE se le notificó de esta decisión
administrativa, contra la cual interpuso recurso de reconsideración, con lo cual
se cumplió con la garantía delconfadictorio.

En el caso bajo estudio, la Sala enfatiza que el ingreso de la señora
ánAfg a la función prlblica se produjo sin que mediara un concurso de méritos
o concurso de antecedentes, requisito esencial que le conferirfa estabilidad en el
cargo; por consiguiente, la decisión de la autoridad administrativa de remover a

la señora ZARRfg se efectrlo porque se encuentra sujeta a

la potestad discrecional de la autoridad nominadora y no se encuentra amparada
en la categorfa de funcionarios de Canera Administrativa o por alguna Ley
especialque le confiera estabilidad en elcargo.'2

Respecto a la facultad discrecional en la Administración Pública, en la

doctrina se ha detallado lo siguiente:

"La designación de estos funcionarios que no son de carrera quedará

sujeta a la apreciación discrecional de méritos que asf lo estlme la autoridad
nominadora que los vaya a contratar. Su nombramiento se lleva a cabo sin que

medie convocatoria prlblica, y sin que rija elslstema de concursos u oposiciones,
por lo que su remoción pu.ede darse sin necesidad de que exista un
procedimiento administrativb sancionador, toda Vez que ingresaron a la

entidad sin ningrln tipo de procedimiento formal u ordinario para ello. De ahf que

2 Sentencia de 1 7 de febrero de 2016 de la Sala Tercer¿¡ de lo Contencioso Administrativo y Laboral
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la libre designación conlleva como reverso el libre cese discrecional del
cargo. En pocas palabras, si el puesto de trabajo se obtuvo por libre
designación, de igual manera elfuncionario puede ser libremente removido del
cargo.'3

En otro orden de ideas, debemos acotar que de una atenta lectura del

Expediente Administrativo no se observaron pruebas o elementos que acreditaran

algrin tipo de impedimento o de acceso para la actora a su puesto de trabajo en

el Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral, durante el periodo en que se

encontraba pendiente resolver el Recurso de Reconsideración interpuesto; por lo

tanto, esta Magistratura considera que no se probó la infracción

del artículo 170 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000, alegado por la parte actora.

De igual forma, no se encuentran llamados a prosperar los cargos de

violación esgrimidos por la activadora judicial en lo relativo al artlculo 90 de!

Reglamento lnterno del Ministerio de Trabajo y Desanollo Laboral, toda vez que

la desvinculación de YOLANNIE EDILSA NÚÑEZ OLIVARES, tal como lo hemos

explicados en párrafos precedentes, se fundamentó en la facultad discrecionalde

la Autoridad nominadora, conforme se observa en el considerando del acto

administrativo sometido al escrutinio de legalidad, de ahí que las causales de

naturaleza disciplinaria contempladas en ese cuerpo normativo no sean aplicables

al caso que ocupa nuestra atención.

. Solicitud al Pago de la Prima de Antigüedad.

Por otra parte, observa esta Judicatura que quien recurre, dentro de su

pretensión solicita el pago de la prima de antigüedad; no obstante, estimamos

pertinente precisar que para que dicho derecho particular pueda ser reconocido,

la demandante debió solicitarlo en una acción autónoma de Plena Jurisdicción.

Al respecto, esta Corporación de Justicia debe conceptualizar que se

entiende por prima de antigüedad aquella suma de dinero que recibe eltrabajador

por parte del empleador, al momento de finalización de la relación de trabajo,

3 Jované Burgos, Jaime Javier. Derecho Adminisfativo. Tomo l. Princioios Generales de Derecho

Administrativo. CulturalPortobelo, Biblíoteca deAutores Panameños,2011, páginas 151-152.
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calculado en razón de una semana de salario por cada año laborado, computado

desde el inicio delvínculo laboral.

Actualmente, en nuestra legislación, el derecho a la prima de antigüedad

para los servidores púbticos, se encuentra reconocido en el artículo 10 de la Ley

23 de 12de mayo de2017, cuyo contenido dispone:

.ArtÍcuto 10. se adiciona elartfculo 137-9 a la Ley 9 de 1994' asf:

Artículo 1g7-B.El servidor prlblico permanente, transitorio o contingente

o de Canera Administrativa, cualquiera que sea la causa de finalización de

funciones, tendrá derecho a recibir de su instifución una prima.de..antigüedad, a

razón de una semana de salario por cada año laborado en la institución, desde

el inicio de la relación o en los años subsiguientes, tendrá derecho a la parte

proporcio na I conesPond iente."

De la norma citada, se desprende que el derecho al pago de la prima de

antigüedad surge una vez cesa el vínculo laboral entre el servidor público y la

institución, toda vez que hay una ruptura de Ia relación existente entre ambos,

motivo por el que en una m¡sma Acción no es congruente solicitar, primeramente,

et reintegro; es decir, la re¡ncorporación a! cargo que ocupaba dentro del

engranaje de la Administración Pública; y al mismo tiempo, el reconocimiento de

la prima de antigüedad, la cual se deriva al momento en que la relación laboral

con el Estado ha finalizado.

por to anter¡or, at ser pretensiones contrapuestas entre sf, no pueden ser

analizadas conjuntamente, de ahí que lo viable es que dicho derecho particular

sea demandado ante esta Corporación de Justicia de manera individual.

En lo que respecta altrámite a seguir para solicitar el pago de la prima de

antigüedad, este Tribunal Colegiado ha puntualizado lo siguiente:

u...es menester mencionar que laley 127 de 2013, que fuera derogada

por la Ley 23 de 12 de mayo de2O17, sigue manteniendo el reconocimiento del

iago de ia prima de antigúedad en su artfculo 10, observándose que la m'§Ta

i.,o-r" en detrimento de loé derechos adquiridos por elfuncionario. La disposición

en comento, es del tenor siguiente:
l\rgculo 10. se ád¡ciona elartfcuto 137-8 a la Ley 9 de 1994, asf:

Artfculo 137-B. Elservidor prlblico permanente, transitorio o contingente

o de Canera Administrativa, cualquiera que sea la causa de finalización

de sus funciones, tendÉ derecho a recibir de su instituciÓn

una prima de antigüedad, a razón de una semana de salario por cada

año laborado en láinstitución, desde elinicio de la relación permanente'

En el caso de que algrln año de servicio no se cumpliera entero desde el

inicio de la reláción o en los años subsiguientes, tendrá derecho a la
parte proporcional conespondiente.'
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Ahora bien, en cuanto al proceso que deban seguir los servidores
prlblicos, una vez agotada la vfa gubemativa para redlamar el pago de
la prima de antigüedad, la ley en mención no establece cuál será el
procedimiento a segui¡ por lo que ante este vacfo, la Sala Tercera ha reiterado
en diversas decisiones que debe seguir el proceso que la Ley 135 de 1943
establece para las acciones Contenciosas Administrativas de Plena Jurisdicción,
ya que dicha reclamación se realiza sobre un derecho de carácter
pg$igglgI, razón por la que coincidimos con el Procurador de la Administración
que las reclamaciones de prima de antigüedad, el procedimiento seÉ en base a
lo estipulado en la Ley 135 de 1943 y por tanto deben tramitarse en demandas
separadas, por ser procedimientos distintos y para evitar obstáculos
procesales que imposibiliten decidir ambas pretensiones laborales en un mismo
proceso.

No obstante, queremos señalar al demandante, que la solicitud
de prima de antigüedad, podrá ser reclamada nuevamente ante la Sala
Tercera, siguiendo el procedlmiento establecido en la Ley 135 de 1943 que
se establece para las acciones Contenciosas Administrativas de Plena
Jurisdicción (agotando la vfa gubemativa ante la Tesorerfa Municipal del
Municipio de Panamá) y en elcaso de que no le fuera reconocida esta prestación

laboral. Lo anterior lo mencionamos toda Vez que en el Decreto Personal N'037-
c/19 de 11 de julio de 2019, en su parte resolutiva, en el artfculo tercero del
mismo, se lee lo siguienter 'Reconocer al señor RAMSES tHlS ALVAREZ
GOMEZ, todas las prestaciones a que tenga derecho segÚn la normativa
vigente'.

Por riltimo, con respecto a la solicitud del pago de los salarios dejados de

perc¡b¡r por la señora YOLANNIE EDILSA t¡tiÑeZ OLIVARES, esta Corporación

de Justicia no puede acceder a lo pedido, puesto que la Sala Tercera de la Corte

ha reiterado en ¡nveterada jurisprudenc¡a que en cump!¡miento de lo dispuesto en

el artículo 302 de la Constitución Política de Panamá, los derechos de los

serv¡dores prlblicos para que puedan ser reconocidos, deben ser contemplados

en una Ley formal, que los fije, determine y regule.

En consecuencia, el pago de los salar¡os caídos para que pueda hacerse

vater, debe ser reconoc¡do a través de leyes con carácter general o específ¡co,

que otorguen al servidor público tal prenogativa, por lo que la viabilidad de toda

pretensión que en relac¡ón a este punto intente hacerse efectiva contra el Estado,

sólo prosperará en e¡ caso que ex¡sta una norma con rango de la Ley formal

apticable de manera directa a¡ caso, que lo haya dispuesto de manera expresa, lo

cual no ocurre en el presente negocio jurldico.

Toda vez que los cargos de violación alegados por !a parte actora no

acreditan la ilegalidad del Decreto de Personal No. 115 de 29 de agosto de 2019,

a Resolución de 4 de marzo de 2020, de la Sala Tercera de lo Contencloso Administratlvo y Laboral.
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I
que se recurre, no es procedente declarar !a nulidad de! acto ni acceder a las

consecuentes declaraciones solicitadas.

En virtud de las consideraciones previas, la Sala Tercera de la Corte

Suprema, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la

Ley, DECLARA QUE NO ES ILEGAL el Decreto de Personal No. 115 de 29 de

agosto de 2019, emitido por el Órgano Ejecutivo, por conducto del Ministerio de

Trabajo Desarrollo y Laboral, ni su acto confirmatorio, y, en consecuencia, se

niegan las demás pretensiones invocadas por la demandante.

NOTIFÍQUESE,

CARLOS REYES
MAGI

*(-

V

g^
cEctLlo DALI RIQUELME

o

Sa la lll de la Cortc guprcma Cc Justicia

NOTI

A

LUIS RAMÓN FÁBREGA
MAGISTRADO

ma

t6


